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JUICIO DE AMPARO 1190/2026

En Cuernavaca, Morelos, a uno de octubre de dos mil 
veintiséis, la licenciada Janete Ordóñez Flores, Secretaria 
del Juzgado Sexto de Distrito en el Estado de Morelos, hace 
constar y

C E R T I F I C A

Que en el presente juicio de amparo se encuentra 
señalada esta fecha para el desahogo de la audiencia 
constitucional, y que de una revisión del expediente se 
desprende que: está debidamente integrado para su 
resolución, sin que exista notificación, promoción o prueba 
pendientes por realizar, acordar o desahogar; y el asunto no 
se ubica en algún supuesto que amerite su acumulación o 
remisión a diverso órgano por conocimiento previo. Doy fe.

Janete Ordóñez Flores
Secretaria de Juzgado

(firmado electrónicamente)

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL

En Cuernavaca, Morelos, siendo las once horas del 
uno de octubre de dos mil veintiséis, hora y fecha 

señaladas para la celebración de la audiencia constitucional 

en el presente juicio de amparo, registrado bajo el número 

1190/2026, promovido por  ***** ******** ******* por 

derecho propio* Ante la presencia de Moisés Arturo Ruiz 
Flores, Juez Sexto de Distrito en el Estado de Morelos, 

quien actúa con Janete Ordóñez Flores, Secretaria que 

autoriza y da fe, encontrándose en audiencia pública, la 

declaró abierta con apoyo en el artículo 124 de la Ley de la 

Materia, sin la asistencia de las partes. 

RELACIÓN DE CONSTANCIAS
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Acto continuo, la Secretaria procede a efectuar la 

relación de constancias que obran en autos, en el siguiente 

orden:

A) Demanda de amparo promovida por  ***** 

****
**** 
****
***

B) Informe justificado rendido por las autoridades 

responsables.

Al no existir más constancias sobre las cuales hacer 

relación, el Juez acuerda: 

De esa manera, téngase hecha la relación de 

constancias; por reiterado el proveído en que se tuvo por 

rendido el informe justificado de las autoridades responsables 

en términos del artículo 117 de la Ley de Amparo.

A continuación, la Secretaria hace constar que no 

existe promoción pendiente por acordar.

PERIODO PROBATORIO

Seguidamente, se abre el periodo probatorio y se 

tienen por admitidas y desahogadas las pruebas 

documentales que anexó la parte quejosa a su demanda y 

las pruebas instrumental de actuaciones y presuncional en su 

doble aspecto legal y humana, ofrecidas por las autoridades 

responsables; al no existir elementos de convicción por 

admitir, proveer, ni desahogar, se cierra dicho periodo. 

PERIODO DE ALEGATOS

Ahora, se abre el periodo de alegatos y se hace constar 

que ninguna de las partes los formuló, por lo que se tiene por 
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perdido su derecho de las partes para hacerlo con 

posterioridad; al no existir alegación alguna sobre la cual 

proveer, se cierra dicha etapa. 

Al no haber diligencia pendiente por practicar, ni escrito 

que acordar se procede a dictar la siguiente:

SENTENCIA

Vistos los autos para resolver el juicio de amparo 

indirecto 1190/2026, promovido por  ***** ******** 

******* contra actos del Congreso del Estado de Morelos 
y otra autoridad.

R E S U L T A N D O

PRIMERO. Presentación de la demanda. Por escrito 

presentado el quince de julio de dos mil veintiséis, en el 

buzón judicial de la Oficina de Correspondencia Común de 

los Juzgados de Distrito en el Estado de Morelos, con 

residencia en Cuernavaca y turnado a este órgano 

jurisdiccional, ***** ******** ******, *** ******* ******* 

solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal contra 

las autoridades y actos que se precisarán en el considerando 

segundo de esta sentencia. 

SEGUNDO. Admisión y trámite. Mediante proveído de 

dieciséis de julio de dos mil veintiséis, se tuvo por recibida la 

demanda, se registró en este órgano jurisdiccional con el 

número 1190/2026 y se admitió a trámite la misma, se solicitó 

a las autoridades responsables su informe justificado, se dio 

al Agente del Ministerio Público de la Federación adscrito la 

intervención legal que le compete y se señaló día y hora para 

JA
N

E
T

E
 O

R
D

O
Ñ

E
Z

 FL
O

R
E

S
706a6620636a66330000000000000000000146b9
23/04/29 09:47:27

P
JF

-V
er

si
ón

P
úb

lic
a



la celebración de la audiencia constitucional, la cual, previo 

diferimiento, inició al tenor del acta que antecede y concluye 

con el dictado de esta sentencia.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO. Competencia. Este Juzgado Sexto de 

Distrito en el Estado de Morelos es legalmente competente 

para conocer y resolver este juicio, por razón de grado, 

materia y territorio, conforme a lo dispuesto por los artículos 

103 fracción I, 107, fracción I, de la Constitución General de 

la República; artículo 37 de la Ley de Amparo; y, 46 de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación, así como en el 

Acuerdo General Número 3/2013 del Pleno del Consejo de la 

Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y 

límites territoriales de los circuitos en que se divide la 

República Mexicana, al número, a la jurisdicción territorial y 

especialización por materia de los Tribunales de Circuito y de 

los Juzgados de Distrito.

SEGUNDO. Precisión del acto reclamado. Con 

fundamento en el artículo 74, fracción I, de la Ley de Amparo, 

a continuación se precisan los actos que reclama la parte 

quejosa de las autoridades señaladas como responsables, 

[1] Congreso del Estado de Morelos y [2] Comisión de 

Trabajo, Previsión y Seguridad Social de Congreso del 

Estado de Morelos, de acuerdo con el análisis integral de la 

demanda e información que se encuentra en las constancias 

que integran el expediente, de los cuales se advierte que 

impugna: la falta de contestación al escrito presentado el 

veintiséis de mayo de dos mil veintidós, por el que solicitó 

su pensión por jubilación.   
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TERCERO. Certeza del acto reclamado. Las 

autoridades responsables [1] Presidente de la Mesa 
Directiva del Congreso del Estado de Morelos y [2] 
Presidenta de la Comisión de Trabajo, Previsión y 
Seguridad Social del Congreso del Estado de Morelos, al 

rendir su informe con justificación, manifestaron que no es 
cierto el acto reclamado consistente en la omisión de dar 

respuesta a la petición del quejoso, presentada el veintiséis 
de mayo de dos mil veintidós, por la que solicitó su pensión 

por jubilación. 

La negativa aducida se desvirtúa, puesto que al acto 

reclamado le reviste la naturaleza de acto omisivo o negativo, 

según se ha estimado llamarle en la jurisprudencia y, por 

ende, la carga probatoria de demostrar la existencia de los 

actos no corresponde al quejoso sino a la autoridad 

responsable; en la especie, se impugna la abstención de la 

autoridad de hacer algo a lo cual la ley le obliga, que en el 

caso se trata de la obligación de dar respuesta por escrito a 

una petición del particular, conforme a lo previsto por el 

artículo 8 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos.

Tratándose de este tipo de actos, es decir, de 

naturaleza negativa, cuando la autoridad niega haber 

incurrido en la omisión que se le atribuye, no es suficiente tal 

manifestación para tener por cierto lo expuesto y, en 

consecuencia, declarar la inexistencia del acto reclamado; 

sino que es necesario que la responsable demuestre que 

efectuó el acto positivo (de hacer) que de ella se exige, lo 

cual se traduce, en el caso del derecho de petición tutelado 

por el artículo 8 Constitucional, en acreditar que contestó, por 

escrito, la solicitud que se le formuló y que ésta fue 

notificada.
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En ese contexto, en virtud de que en autos obra el 

original y copia certificada del acuse de recibo de la petición 

de veintiséis de mayo de dos mil veintidós, presentada en 

la oficialía de partes del Congreso del Estado de Morelos, 

documental a la que se concede valor probatorio pleno de 

conformidad con lo establecido en los artículos 312, 343 y 

344 del Código Nacional de Procedimientos Civiles y 

Familiares, de aplicación supletoria a la Ley de Amparo, en 

términos de su artículo 2, por tratarse de un documento 

público, lo que prueba que dicho escrito fue dirigido a las 

autoridades responsables; por tanto, la certeza del acto 

reclamado se encuentre acreditada.

CUARTO. Oportunidad de la demanda. En el caso, 

toda vez que lo reclamado en la demanda se trata de un acto 

omisivo por parte de la autoridad responsable, mismo que 

tiene el carácter de acto negativo y como tal es de tracto 

sucesivo, porque la violación se actualiza de momento a 

momento, por tratarse de hechos que se agotan hasta en 

tanto cese la negativa u omisión de que se trata, por ende, el 

plazo para la presentación de la demanda no se encuentra 

sujeto a las hipótesis previstas por el artículo 17, de la Ley de 

Amparo.

QUINTO. Interés jurídico. La parte quejosa cuenta con 

interés jurídico para promover el juicio de amparo, en virtud 

de que el artículo 8 Constitucional estatuye la obligación de 

las autoridades de acordar por escrito las solicitudes que se 

les dirijan y de hacer conocer el acuerdo al peticionario, lo 

cual, no limita ese derecho sino en cuanto a la forma de su 

ejercicio, que debe ser por escrito, pacífica y respetuosa, y 

en materia política, la circunscribe a los ciudadanos; pero en 

manera alguna lo subordina a la procedencia o 
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fundamentación de la solicitud, lo cual es materia de la 

decisión correspondiente. 

SEXTO. Procedencia del juicio. El estudio de las 

causas de improcedencia, de oficio o a petición de parte, es 

una cuestión de orden público y de estudio preferente, de 

conformidad con el artículo 62 de la Ley Reglamentaria de 

los Artículos 103 y 107 constitucionales.

Las autoridades responsables al rendir su informe con 

justificación, aducen que se actualiza la causa de 

improcedencia establecida en la fracción XII, del artículo 61 

de la ley de amparo, relativa a la falta de interés de la parte 

quejosa, para promover el juicio de amparo. 

Es infundada la causa de improcedencia hecha valer, 

en virtud de que el artículo 8 Constitucional estatuye la 

obligación de las autoridades de acordar por escrito las 

solicitudes que se les dirijan y de hacer conocer el acuerdo al 

peticionario, lo cual, no limita ese derecho sino en cuanto a la 

forma de su ejercicio, que debe ser por escrito, pacífica y 

respetuosa, y en materia política, la circunscribe a los 

ciudadanos; pero en manera alguna lo subordina a la 

procedencia o fundamentación de la solicitud, lo cual es 

materia de la decisión correspondiente. 

Sirven de apoyo a lo anterior las tesis aisladas con 

datos de localización registro digital 802544, sustentada por 

la Segunda Sala de la suprema Corte de Justicia de la 

Nación, Volumen XXI, Tercera Parte, página 68, Sexta 

Época, Materias: Constitucional, consultable en el Semanario 

Judicial de la Federación, rubro y texto son:
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“PETICIÓN. DERECHO DE. Cuando el artículo 8o. 
constitucional impone a las autoridades la obligación de 
proveer con acuerdo escrito las solicitudes que les hagan 
los particulares, así como la de hacer saber ese acuerdo en 
breve término a los peticionarios, no subordina ese deber 
legal a que los interesados hayan satisfecho o no 
determinados requisitos reglamentarios; y como tampoco 
exige que el acuerdo respectivo se dicte en determinado 
sentido, resulta claro que no existe motivo justificado para 
que las responsables dejaran de cumplir con la mencionada 
garantía, bastando la circunstancia  real de que el quejoso 
tenga como tiene el carácter de peticionario con respecto a 
tales autoridades, para que exista su interés jurídico, y que 
consiste en que se observe el derecho de petición.”

Así como la Tesis sustentada por la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, registro digital 

318836, Tomo CXIV, página 166, Quinta Época, Materias 

Constitucional, Común, visible en el Semanario Judicial de la 

Federación, de rubro y texto:

“PETICIÓN, INTERÉS JURÍDICO EN EL AMPARO 
POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE. La garantía que 
otorga el artículo 8o. constitucional, no consiste en que las 
peticiones se tramiten sin las formalidades exigidas por la 
ley, sino en que a toda petición formulada en términos 
pacíficos, respetuosos y por escrito, deberá recaer acuerdo 
de autoridad en el sentido que corresponda, debiéndose 
hacer del conocimiento del peticionario en breve término; 
por lo que es claro que a un quejoso a quien no se conteste 
una solicitud hecha en los términos anteriores expresados, 
se le lesionan sus intereses jurídicos en cuanto a que se le 
priva de la garantía individual que le otorga el citado artículo 
8o. constitucional.”

No existiendo más causales de improcedencia que se 

hagan valer, ni que se advierta de oficio la actualización de 

alguna, se procede al estudio del fondo del asunto.

 
SÉPTIMO. Constitucionalidad del acto reclamado. 

En ese sentido, la parte quejosa argumenta que las 

autoridades responsables violan en su perjuicio el derecho 

humano consagrado en el artículo 8º de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos, en razón de que 
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no se ha dado respuesta a la petición presentada el 

veintiséis de mayo de dos mil veintidós, por la que solicitó 

su pensión por jubilación.

En primer lugar, es preciso señalar que el derecho de 

petición es uno de los derechos públicos subjetivos que 

nuestra constitución consagra a favor de los gobernados, 

siendo el juicio de amparo el medio de defensa instituido para 

la salvaguarda de tales derechos. 

Ahora bien, el artículo 8º Constitucional a la letra 

menciona:

 
“Artículo 8º. Los funcionarios y empleados públicos 

respetarán el ejercicio del derecho de petición, siempre 
que ésta se formule por escrito, de manera pacífica y 
respetuosa; pero en materia política solo podrán hacer uso 
de ese derecho los ciudadanos de la República.

A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito 
de la autoridad a quién se haya dirigido, la cual tiene 
obligación de hacerlo conocer en breve término al 
peticionario.”.

Dicho numeral que consagra el derecho de petición, 

establece la obligatoriedad de que a toda petición de los 

gobernados planteada de manera correcta y respetuosa ante 

los funcionarios y empleados públicos, debe recaer un acuerdo 

escrito de la autoridad a quien se dirige, la que además deberá 

comunicar al interesado en breve término su respuesta 

conforme a las disposiciones de la ley aplicable que rige el 

acto. 

En efecto, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha 

establecido que el derecho de petición es la potestad que tiene 

el individuo de acudir a las autoridades del Estado con el fin de 

que éstas intervengan en su favor para hacer cumplir la ley en 
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su beneficio o para constreñir a su coobligado a cumplir con 

los compromisos contraídos válidamente. 

El titular del derecho subjetivo público individual de 

petición, consagrado como garantía individual en el artículo 8° 

constitucional es el gobernado en general, es decir, todo 

individuo que habite en territorio nacional, aunque está limitado 

en materia política a los ciudadanos de la República; por 

consiguiente, cualquier extranjero o mexicano no ciudadano 

que eleve a cualquier autoridad una solicitud de índole política, 

no puede exigir que a su instancia recaiga un acuerdo escrito 

en los términos del segundo párrafo del artículo 8° de la 

Constitución. 

En tal virtud, con la excepción antes apuntada, todo 

gobernado tiene la facultad de ocurrir a cualquier autoridad, 

formulando una solicitud o instancia escritas que puede tener 

el carácter de simple petición administrativa, acción, recurso o 

de cualquier índole; y ante ese escrito que el gobernado les 

eleve, al Estado y sus autoridades, en virtud de la relación 

jurídica consignada en el artículo 8° constitucional, tienen 

como obligación el dictar un acuerdo escrito que sea 

congruente con dicha solicitud y darlo a conocer en breve 

término al peticionario. 

Ese acuerdo constituye el parecer del órgano estatal 

sobre la petición formulada, más no implica necesariamente 

que deba resolver de conformidad con los términos de la 

instancia. 

Circunstancia que ha sido corroborada, por la 

jurisprudencia 2a./J. 1/2001 sustentada por la Segunda Sala 

de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en 
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el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena 

Época, tomo XIII, enero de 2001, página 203, que dice:

"INCONFORMIDAD. SI EL AMPARO SE CONCEDIÓ 
POR VIOLACIÓN AL DERECHO DE PETICIÓN, NO DEBE 
EXAMINARSE LA LEGALIDAD DE LA RESPUESTA 
EMITIDA POR LA AUTORIDAD RESPONSABLE EN 
CUMPLIMIENTO DE LA EJECUTORIA DE AMPARO. La 
anterior integración de la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, sostuvo reiteradamente el criterio de 
que la garantía contenida en el artículo 8o. constitucional no 
sólo implica que la autoridad ante quien se eleve una petición 
debe emitir una respuesta en breve término, sino también que 
el acuerdo respectivo sea congruente con lo solicitado, 
advirtiendo, sin embargo, que la concesión del amparo no la 
vincula en forma alguna a que la respuesta deba ser 
favorable a los intereses del peticionario. Por tanto, los 
alcances de la ejecutoria de amparo correspondiente impiden 
que el Juez de Distrito y la Suprema Corte, en el 
procedimiento de ejecución del fallo protector o en la 
inconformidad en contra de la resolución que tenga por 
cumplida la ejecutoria, puedan examinar los motivos o 
fundamentos que sustenten la respuesta, los que, en su 
caso, deberán ser materia de estudio a través de los medios 
de defensa que procedan en contra de la decisión emitida por 
la autoridad. En consecuencia, deberán quedar sin efecto las 
consideraciones que respecto de la legalidad de la respuesta 
hubiese externado el Juez de Distrito en el auto que tuvo por 
cumplida la sentencia." 

Por ende, una autoridad cumple con la obligación que le 

impone el mencionado precepto constitucional al dictar un 

acuerdo congruente, el cual atienda a todo lo peticionado por 

el solicitante, expresado por escrito, respecto de la solicitud 

que se le haya elevado independientemente del sentido y 

términos en que esté concebido. 

Además, la obligación impuesta a la autoridad de dictar 

el acuerdo correspondiente a esa petición, el artículo 8° 

constitucional también le impone la obligación de hacerlo 

conocer en breve término al peticionario, entendiéndose por 

éste el que racionalmente se requiera para estudiar la petición 

y acordarla. 
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Al particular es aplicable, la tesis aislada sustentada por 

la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 

visible en el Semanario Judicial de la Federación, Tercera 

Parte, CXXIII, Página: 39, Materia Constitucional, Sexta 

Época, que es como sigue: 

“PETICIÓN, DERECHO DE. CONCEPTO DE BREVE 
TÉRMINO. La expresión "breve término" a que se refiere el 
artículo 8 constitucional, es aquél en que racionalmente 
puede estudiarse una petición y acordarse”. De todo lo 
anterior, puede concluirse que el denominado "derecho de 
petición", acorde con los criterios de los Tribunales del Poder 
Judicial de la Federación, es la garantía individual 
consagrada en el artículo 8° constitucional, en función de la 
cual cualquier gobernado que presente una petición ante una 
autoridad, tiene derecho a recibir una respuesta.” 

Su ejercicio por el particular y la correlativa obligación de 

la autoridad de producirla se caracterizan por los siguientes 

elementos: 

1. La petición: debe formularse de manera pacífica y 

respetuosa; ser dirigida a una autoridad, y recabarse la 

constancia de que fue entregada; además de que el 

peticionario ha de proporcionar el domicilio para recibir la 

respuesta. 

2. La respuesta: la autoridad debe emitir un acuerdo en 

breve término, congruente con la petición, el cual atienda a 

todo lo solicitado; notificarse el acuerdo recaído al gobernado; 

resolver en sentido congruente, esto es, que al proveer no 

necesariamente debe ser de acuerdo con lo solicitado por el 

promovente, sino de conformidad con los ordenamientos 

legales que resulten aplicables al caso. 

Tiene sustento a lo anterior, la jurisprudencia sustentada 

por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Penal y 

Administrativa del Vigésimo Primer Circuito, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXXIII, 
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Marzo de 2011, Novena Época, registro número 162603, 

página: 2167 de rubro y texto: 

“DERECHO DE PETICIÓN. SUS ELEMENTOS. El 
denominado "derecho de petición", acorde con los criterios de 
los tribunales del Poder Judicial de la Federación, es la 
garantía individual consagrada en el artículo 8o. de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 
función de la cual cualquier gobernado que presente una 
petición ante una autoridad, tiene derecho a recibir una 
respuesta. Así, su ejercicio por el particular y la correlativa 
obligación de la autoridad de producir una respuesta, se 
caracterizan por los elementos siguientes: A. La petición: 
debe formularse de manera pacífica y respetuosa, dirigirse a 
una autoridad y recabarse la constancia de que fue 
entregada; además de que el peticionario ha de proporcionar 
el domicilio para recibir la respuesta. B. La respuesta: la 
autoridad debe emitir un acuerdo en breve término, 
entendiéndose por éste el que racionalmente se requiera 
para estudiar la petición y acordarla, que tendrá que ser 
congruente con la petición y la autoridad debe notificar el 
acuerdo recaído a la petición en forma personal al gobernado 
en el domicilio que señaló para tales efectos, sin que exista 
obligación de resolver en determinado sentido, esto es, el 
ejercicio del derecho de petición no constriñe a la autoridad 
ante quien se formuló, a que provea de conformidad lo 
solicitado por el promovente, sino que está en libertad de 
resolver de conformidad con los ordenamientos que resulten 
aplicables al caso, y la respuesta o trámite que se dé a la 
petición debe ser comunicada precisamente por la autoridad 
ante quien se ejercitó el derecho, y no por otra diversa.” 

Precisado lo anterior, en el caso se advierte que 

mediante escrito presentado ante el Congreso del Estado, el 

veintiséis de mayo de dos mil veintidós, la parte quejosa 

solicitó pensión por jubilación; pero a la fecha en que se emite 

la presente sentencia, la autoridad responsable no ha 

contestado en ningún sentido a lo peticionado por la parte 

amparista, sólo se limitó a decir en su informe justificado que 

debe llevarse un trámite legislativo para constituirle un derecho 

al quejoso. 

Por lo tanto, resulta fundado el concepto de violación 

analizado pues se viola en perjuicio de la parte quejosa el 

derecho tutelado en el artículo 8º de la Constitución General de 
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la República, al no haberse dado respuesta en breve término a 

la petición elevada mediante escrito presentado el veintiséis 
de mayo de dos mil veintidós, como lo exige la norma 

constitucional, ya que desde la presentación de su escrito 

hasta el dictado de la presente, transcurrieron cuatro años, 

cuatro meses y cinco días para dar contestación a la petición 

formulada, sin que se haya hecho pronunciamiento en relación 

a su escrito por el cual solicitó pensión por jubilación. 

Cierto, la parte accionante de la tutela constitucional 

aduce que las responsables han omitido pronunciarse respecto 

a su solicitud de pensión por jubilación, presentada a las 

autoridades responsables, en lo que aquí interesa, el 

veintiséis de mayo de dos mil veintidós, no obstante que 

ha transcurrido el término establecido en el artículo 54 del 

Reglamento del Congreso del Estado de Morelos1 (sesenta 

días), sin que las autoridades responsables hayan acreditado 

de manera alguna haber contestado por escrito, en el que le 

informen si están realizando algún trámite relacionado con su 

solicitud o si la solicitud se estima improcedente. 

Ello, a pesar de que el derecho de petición implica, como 

ya se dijo, la obligación de las autoridades de responder por 

escrito de manera fundada y motivada las solicitudes que les 

sean presentadas y notificar a los gobernados, la respuesta, 

independientemente de su sentido; esto es, no están obligadas 

a responder de manera favorable a lo solicitado, pero deben 

1 ARTÍCULO 54.- Las Comisiones tendrán las siguientes atribuciones: I. Conocer, 
estudiar y dictaminar en un plazo no mayor a sesenta días naturales, los asuntos que 
le sean turnados por el Presidente de la Mesa Directiva del Congreso o por la 
Diputación Permanente en su caso y someterlos a consideración del Pleno; En 
iniciativas preferentes, a más tardar dentro de los cuarenta días naturales la iniciativa 
deberá ser discutida y votada por el Pleno, por lo que la comisión o comisiones 
competentes deberán llevar a cabo el respectivo proceso de dictaminación dentro de 
dicho plazo, tomando las previsiones necesarias para remitir el dictamen a la 
Conferencia para la Dirección y Programación de los Trabajos Legislativos, en tiempo 
y forma, a efecto de que pueda ser listado en el orden del día de la sesión que 
corresponda o que al efecto se convoque, y cuidando en todo momento no rebasar el 
término establecido en el artículo 42 de la Constitución Política del Estado Libre y 
Soberano de Morelos…”
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emitir, en los términos que se precisan, una respuesta 

congruente con lo solicitado, para que, en su caso, el 

gobernado se encuentre en condiciones de combatir dicha 

respuesta por los medios legales que estime pertinentes. 

Por tanto, la autoridad responsable no acató lo dispuesto 

en el segundo párrafo del precepto constitucional en estudio, ni 

lo establecido en el numeral 54 de su reglamento; ya que no 

existe en autos constancia de que hayan contestado por 

escrito la solicitud de ***** ******** ******. 

En efecto, hasta la fecha en que se presentó la demanda 

de amparo y durante la tramitación del juicio, las responsables 

no han contestado a la petición presentada por la parte 

quejosa, no obstante que transcurrió el término establecido en 

el numeral 54 del Reglamento para el Congreso del Estado de 

Morelos; actitud que, sin lugar a duda, es conculcatoria de 

garantías, pues las obligaciones constitucionales impuestas a 

las autoridades no quedan a discreción de ellas, ni pueden 

quedar subordinadas a procedimientos ordinarios, sobre todo 

si se tiene presente que el derecho de petición vulnerado, se 

encuentra protegido constitucionalmente y conlleva la 

obligación de ser respetado. 

Lo que antecede, se reitera, con independencia de que 

su acatamiento no implica que las autoridades emitan su 

determinación en el sentido en que la parte quejosa lo desea, 

sólo obliga a contestar oportunamente y por escrito las 

peticiones que se presenten y a hacer del conocimiento de la 

parte interesada, la respuesta también en breve término; y 

para el supuesto de que, dada la naturaleza de la petición, se 

requiera hacer una serie de trámites, así se les deberá hacer 

saber, pues esto no justifica la abstención de emitir una 

respuesta. 
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Lo anterior es así, considerando que breve término, 

como quedó precisado con anterioridad es aquél que 

racionalmente es necesario para dar respuesta; pero en el 

caso en concreto, como ya se dijo, la legislación secundaria 

establece un término de sesenta días para dar contestación a 

la petición formulada por la parte quejosa, el cual ha 

transcurrido en exceso, por lo que se viola, en perjuicio de 

***** ******** ******, el artículo 8º de la Norma 

Fundamental, dado que la observancia del derecho de petición 

debe ajustarse invariablemente a los términos en que está 

concebido el precepto constitucional invocado. 

Cabe precisar que este órgano jurisdiccional no se 

encuentra facultado para analizar la procedencia o 

improcedencia de la solicitud de pensión a que alude la parte 

quejosa en su escrito o emitir un pronunciamiento de fondo, 

esto es, determinar si procede que se emita un dictamen en 

algún sentido y en su defecto el decreto correspondiente, ya 

que tales cuestiones no integran la litis constitucional 

planteada por la parte peticionaria de amparo y por tanto 

corresponderá a la autoridad responsable resolver sobre 

dicha cuestión. 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis aislada I.7o.A.112 

K, sustentada por los Tribunales Colegiados de Circuito, 

consultable en la página 2256, Tomo XXVII, Febrero de 

2008, Materia Común, Novena Época, del Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta cuyos rubro y texto son:

“DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO 
PROMOVIDA POR VIOLACIÓN AL ARTÍCULO 8o. DE LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL. LA PROCEDENCIA DEL 
JUICIO NO DEPENDE DE QUE SE HAYA INTERPUESTO 
SIN SUJETARSE A UN PLAZO FIJO NI 
PREDETERMINADO RESPECTO DEL MOMENTO EN 
QUE EL QUEJOSO ELEVÓ SU PETICIÓN A LA 
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AUTORIDAD, YA QUE CORRESPONDE AL JUEZ DE 
DISTRITO CALIFICAR EL "BREVE TÉRMINO" QUE 
TUTELA EL CITADO PRECEPTO CONSTITUCIONAL EN 
CADA CASO CONCRETO. El derecho de petición no 
puede vincularse a un plazo fijo ni predeterminado para que 
la autoridad emita su contestación, como puede ser el de 
cuatro meses; esto es así, porque de aceptarlo se llegaría al 
extremo de que cualquier solicitud, sin importar su 
simplicidad o complejidad, deba ser contestada siempre en 
ese lapso; en ese entendido, corresponde al Juez de 
Distrito que conozca del amparo indirecto promovido por 
violación al citado precepto constitucional, calificar el "breve 
término" que tutela el artículo 8o. de la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, de manera congruente 
con la naturaleza de la petición formulada en cada caso 
concreto, al conceder o negar la protección de la Justicia 
Federal solicitada, ya que en ocasiones un plazo fijo puede 
ser demasiado para que la autoridad dé una respuesta, o 
poco tiempo para responder a cuestiones extremadamente 
complejas. Por tanto, el hecho de que la demanda relativa 
se haya promovido sin sujetarse a un plazo fijo ni 
predeterminado respecto del momento en que el quejoso 
elevó su petición a la responsable, no conlleva la 
improcedencia del juicio de garantías, ya que, por las 
razones apuntadas, aquélla puede presentarse en cualquier 
tiempo.”.

En consecuencia, ya que las autoridades responsables 

[1] Congreso del Estado de Morelos; y [2] Comisión de 

Trabajo, Previsión y Seguridad Social de Congreso del 

Estado, contravienen el contenido del artículo 8 

Constitucional lo procedente es conceder el amparo y 

protección de la Justicia Federal solicitado por la parte 

quejosa, para los efectos precisados en el siguiente 

considerando.

OCTAVO. Efectos del amparo. Demostrada la 

inconstitucionalidad de la omisión reclamada, procede 

conceder el amparo y protección de la Justicia Federal a 

favor de la parte quejosa ***** ******** ******, para el 

efecto de que una vez que cause ejecutoria esta sentencia, 

en términos de lo dispuesto por el artículo 77 de la Ley de 

Amparo: el [1] Congreso del Estado de Morelos; y [2] 
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Comisión de Trabajo, Previsión y Seguridad Social de 

Congreso del Estado: 

• Contesten congruentemente el escrito 

petitorio presentado por la parte quejosa el veintiséis 
de mayo de dos mil veintidós, por el que solicitó su 

pensión por jubilación.

• Hecho lo anterior, notifiquen personalmente 

la respuesta correspondiente a la parte quejosa. 

En el entendido que la concesión del amparo no implica 

que las autoridades responsables emitan su resolución en el 

sentido en que la parte quejosa lo desea.

Por lo expuesto fundado, se resuelve:

ÚNICO. La Justicia de la Unión ampara y protege a 

***** ******** ******, contra el acto y autoridades 

precisados en el considerando segundo, por los motivos 

expuestos en el considerando séptimo y para los efectos 

expuestos en el considerando octavo de esta sentencia.

Notifíquese.

Así lo resolvió y firma Moisés Arturo Ruiz Flores, Juez 

Sexto de Distrito en el Estado de Morelos, ante la Secretaria 

Janete Ordóñez Flores, que autoriza y da fe. Doy fe.
JOF

En la presente fecha se giraron los oficios 27714 y 27715
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